	 ‰7n!n\è>Lu_Š

	[image: image1.png]PROVINCIA DE BUENOS AIRES
PODER JUDICIAL







 En la ciudad de Mar del Plata, a los 7 días del mes de diciembre del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-2146-MP2 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. TIO JUAN S.R.L. Y OTROS s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Sardo y Riccitelli, considerando los siguientes:
ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 2 del Departamento Judicial Mar del Plata, con fecha 16-04-2009, dictó sentencia rechazando las excepciones de inhabilidad de título y prescripción opuestas por los codemandados Hormigo y Tiribelli, y mandó llevar adelante la presente ejecución hasta tanto los ejecutados hagan el Fisco de la Provincia de Buenos Aires íntegro pago del capital reclamado con más los intereses previstos por el Código Fiscal, imponiendo las costas a la parte vencida [v. fs. 117/122].

II. El 02-10-2009 los codemandados Miguel Angel Tiribelli y María del Carmen Hormigo se notificaron del reseñado fallo e interpusieron en su contra sendos recursos de apelación fundados [cfr. escritos de fs. 131/135 y 136/141].

III. Por auto de fs. 142, el magistrado de grado concedió en relación los embates incoados y corrió traslado de sus fundamentos a la contraria por el plazo de cinco (5) días.

IV. Con fecha 01-03-2010 el Fisco se notificó del traslado que le fuera conferido a fs. 142 [cfr. cédula de notificación de fs. 143] cumpliendo, el 08-03-2010, con dicha carga procesal [cfr. escrito de fs. 145/146].

V. A fs. 147 el a quo tuvo por evacuado el traslado corrido a fs. 142 y ordenó la elevación de las actuaciones ante esta Alzada.

VI. Recibidas las actuaciones en esta Cámara de Apelación [cfr. fs. 147 vta.] y puestos los autos al Acuerdo para examen de admisibilidad y, en su caso, para Sentencia [cfr. fs. 148], corresponde plantear la siguiente:
CUESTION

¿Son fundados los recursos de apelación interpuestos a fs. 131/135 y 136/141? 

A la cuestión planteada el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. Al exponer los motivos que lo llevaron a rechazar la excepción de inhabilidad de título opuesta por los codemandados Miguel Angel Tiribelli y María del Carmen Hormigo, el judicante de grado recordó que éstos sostuvieron que no correspondía responsabilizarlos solidariamente por las deudas fiscales de Tío Juan S.R.L. [cfr. fs. 119].

Aclaró que tal planteo fue rechazado en la resolución determinativa de deuda que originó el libramiento de las cartulares en ejecución, razón por la cual, al encontrarse los excepcionantes debidamente notificados de tal acto administrativo y no haberlo cuestionado a través de alguno de los recursos habilitados a tal efecto, la mentada defensa no podía ser abordada en el marco del presente apremio [cfr. fs. 119].

Pasando a examinar la defensa de prescripción blandida por los ejecutados, el a quo puso de relieve que el art. 122 inc. a) del Código Fiscal –T.O. 1999- establecía que la intimación de pago practicada en sede administrativa producía la suspensión del plazo de prescripción de la acción ventilada en la especie hasta una vez transcurridos noventa (90) días de “… la liquidación practicada en su consecuencia…”, en tanto que el inc. b) del mencionado precepto se refería en similares términos a la multa, “… sobre todo en el supuesto de autos, donde su cuantía estaba también condicionada a la reliquidación de la deuda originalmente determinada…” [cfr. fs. 119 vta.].

Desde tal atalaya, el magistrado de grado juzgó que correspondía fijar dicha intimación de pago en la fecha en que el acto administrativo que determinó la deuda reclamada fue notificado a los excepcionantes -23-12-1999-, extendiéndose los efectos de la suspensión del plazo de prescripción hasta noventa (90) días después de efectuada la comunicación de la reliquidación de la obligación ejecutada, notificación que se efectivizó el 11-12-2003 respecto de la codemandada Hormigo y el 26-12-2003 en relación al codemandado Tiribelli [cfr. fs. 119 vta.].

Señaló que el período fiscal más antiguo demandado en autos era el 06 del año 1993 y correspondía al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, tributo cuyo período fiscal coincidía con el año calendario y se determinaba por el sistema de declaración jurada, por lo que el término de prescripción de la acción para reclamar dicha gabela comenzaba a correr a partir del 1° enero siguiente al año en que se produjo el vencimiento del plazo general para presentar la declaración jurada anual [cfr. fs. 120].

Siguiendo tal directriz, fijó el dies a quo del término de prescripción de la presente acción ejecutiva el 01-01-1995 y expresó que transcurrieron cuatro (4) años, once (11) meses y veintitres (23) días hasta el comienzo de la suspensión del plazo en cuestión, mientras que, tras el cese de ésta y la promoción del presente juicio de apremio, medió un lapso de cincuenta (50) días en relación a la codemandada Hormigo y de treinta y cinco (35) días respecto del codemandado Tiribelli [cfr. fs. 120].

Como corolario de lo hasta aquí reseñado, el magistrado de primera instancia concluyó que la acción ventilada en la especie fue interpuesta en tiempo hábil y que, por ende, correspondía rechazar la defensa de prescripción blandida por los coejecutados Hormigo y Tiribelli [cfr. fs. 120 vta./121].

2. La crítica blandida a fs. 131/135 por el codemandado Miguel Angel Tiribelli reconoce dos ejes centrales, a saber:

a. Su falta de legitimación pasiva para ser demandado en las presentes actuaciones. Sostiene que durante el período en que fue socio gerente de Tío Juan S.R.L. regía el Código Fiscal T.O. 1994 –ley 10.397-, el cual no contenía ninguna norma que dispusiera la responsabilidad solidaria de los integrantes del órgano societario de administración [cfr. fs. 131 y vta.].

Explica que la ley 11.796, vigente a partir del 26-06-1996, modificó el art. 16 del Código Fiscal, estableciendo la responsabilidad solidaria de los miembros de la sociedad contribuyente, por lo que mal puede responsabilizárselo por deudas anteriores a la vigencia de la referida norma, desde que ello importaría violar el principio constitucional de irretroactividad de la ley [cfr. fs. 131 vta./132].

Declama que la sentencia en crisis viola su derecho de defensa en juicio, por cuanto lo condena sin siquiera ordenar la apertura a prueba de las presentes actuaciones [cfr. fs. 132].

b. La prescripción de la acción dirigida a reclamar judicialmente los créditos fiscales ejecutados. Plantea, en primer orden de ideas, que la suspensión del plazo de prescripción no puede ser mayor a un (1) año, razón por la cual el cómputo de dicho lapso efectuado por el magistrado de grado resulta erróneo [cfr. fs. 132 vta.].

Advierte que el simple cotejo de los períodos y las multas reclamadas permite avizorar que la presente acción se encontraba prescripta, toda vez que ésta fue interpuesta una vez fenecido el plazo para incoarla útilmente [cfr. fs. 133].

Revela que la prescripción de las obligaciones fiscales se rige por las disposiciones del Código Civil, dado que la potestad de regular tal materia fue delegada por las Provincias a la Nación [cfr. fs. 134].

Pregona que corresponde aplicar al caso la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Filcrosa”, a la cual adhirió el Cimero Tribunal Provincial [cfr. fs. 134 y vta.].

Plantea que el régimen de las obligaciones constituye una materia delegada por las Provincias a la Legislatura de la Nación y que, por ende, la prescripción de las acciones encaminadas a perseguir el cobro de los créditos fiscales debe juzgarse de acuerdo a los preceptos del Código Civil [cfr. fs. 134 vta.].

3. La crítica blandida por la codemandada María del Carmen Hormigo reconoce idénticos ejes centrales a la esgrimida a fs. 131/135, éstos son:

a. La falta de legitimación pasiva respecto de los conceptos ejecutados. Explica que las constancias obrantes en la especie acreditan que se encontraba desvinculada de Tío Juan S.R.L. a la fecha en que se originaron las deudas reclamadas y que cumplió con las exigencias legales previstas por el régimen societario para apartarse del cargo de gerente de dicha entidad [cfr. fs. 136 vta.].

Desde tal mirador, postula que los períodos reclamados no le son exigibles toda vez que su cese en el cargo de administradora de la sociedad produjo efectos desde el dictado del acto societario que dispuso su separación de Tío Juan S.R.L. [cfr. fs. 138].

Aclarado ello, plantea –en idéntico sentido y por las mismas razones que el codemandado Miguel Angel Tiribelli- que durante el período en que fue socia gerente de Tío Juan S.R.L. regía el Código Fiscal T.O. 1994 –ley 10.397-, cuerpo normativo que no establecía la responsabilidad solidaria de los administradores por la deudas de la sociedad, y que la sentencia en crisis viola su derecho de defensa en juicio al no abordar tal defensa [cfr. fs. 138 vta./139 vta.].

b. La prescripción de la acción dirigida a reclamar judicialmente los créditos fiscales ejecutados. Por análogos argumentos a los expresados por el codemandado Miguel Angel Tiribelli, afirma que corresponde acoger la defensa de prescripción de la acción ventilada en autos.

4. En su contestación de agravios de fs. 145/146 el Fisco Provincial sostiene que los períodos fiscales reclamados resultan exigibles a los recurrentes, por cuanto éstos revisten la calidad de responsables solidarios de las deudas fiscales de Tío Juan S.R.L. en virtud de lo dispuesto por los arts. 18 y 21 del Código Fiscal [cfr. fs. 145 y vta.].

Asevera que debe ponderarse que la defensa de falta de legitimación pasiva esgrimida por los apelantes fue debidamente analizada en sede administrativa, por lo que mal puede debatirse su procedencia en el presente apremio [cfr. fs. 145 y vta.].

Refiere que la suspensión del plazo de prescripción para interponer la presente acción originada por la intimación de pago practicada en el marco del procedimiento administrativo de determinación de deuda, se extendió hasta noventa días después de notificada la resolución dictada por el Tribunal Fiscal de Apelación, que dispuso la reliquidación de los tributos reclamados [cfr. fs. 146 y vta.].

II. El recurso merece prosperar parcialmente.

1. Los recurrentes sostienen que corresponde hacer lugar a su defensa de inhabilidad de título por falta de legitimación pasiva, por cuanto entienden que, de un lado, no corresponde responsabilizarlos solidariamente por la falta de pago de las obligaciones fiscales reclamadas y, de otro, la sentencia en crisis viola su derecho de defensa en juicio al no abordar el tratamiento de la excepción en cuestión.

a. De una detenida lectura del fallo impugnado, resulta que al exponer las razones que lo llevaron a rechazar la excepción de inhabilidad de título opuesta por los recurrentes, el magistrado de grado puso de relieve que la falta de legitimación pasiva esgrimida para dar sustento a dicha defensa fue planteada por los aquí apelantes en el marco del procedimiento administrativo de determinación de deuda -que culminara con el libramiento de las cartulares ejecutadas-, mereciendo suerte negativa, habiendo omitido aquéllos atacar el acto administrativo que adoptó tal temperamento a través de los recursos administrativos habilitados al efecto [cfr. fs. 119].

Contemplando tal panorama, el a quo juzgó que no resultaba posible abordar el análisis de la mentada defensa, desde que su rechazo adquirió firmeza en sede administrativa [cfr. fs. 119 in fine].

b. Frente a tal forma de razonar, los apelantes se limitan a reiterar las razones que los llevaron a postular su falta de legitimación pasiva y a manifestar que la sentencia en crisis violó su derecho de defensa en juicio por cuanto “… ni siquiera ordenó la apertura a prueba…” [cfr. fs. 131/132 vta. y 136/138 vta.].

c. Desde esta atalaya, corresponde desestimar el agravio en tratamiento, por cuanto los apelantes no han esbozado crítica concreta y razonada alguna dirigida a cuestionar el desarrollo lógico y jurídico que llevó al judicante de la instancia anterior a rechazar el planteo de falta de legitimación pasiva incoado en la especie [arg. art. 260 del C.P.C.C.; cfr. doct. esta Alzada en las causas P-1703-MP1 “Productos Farmacéuticos Fidex S.A.”, sent. del 11-III-2010 y C-1583-MP2 “Camarero”, sent. de 04-V-2010].

Repárese que los recurrentes se limitaron a reiterar los motivos a tenor de los cuales postularon que el crédito cuyo cobro persigue el Fisco no les resulta exigible, cuando el a quo, lejos de ingresar a examinar el mérito de dicha defensa, estimó que ésta no podía ser abordada en el marco del presente apremio, desde que los coejecutados omitieron recurrir en sede administrativa o impugnar judicialmente por las vías pertinentes la resolución que desestimó el planteo de falta de legitimación en cuestión.

En nada obsta el temperamento expuesto lo manifestado por los recurrentes en cuanto denuncian que el rechazo de su planteo de falta de legitimación pasiva conculcó su derecho de defensa en juicio por no haberse ordenado la apertura a prueba de la causa, toda vez que tal afirmación se encuentra desprovista de razonamiento lógico o normativo alguno que permita avizorar los motivos en atención a los cuales aquéllos pregonan la violación del debido proceso adjetivo, resultando, por ende, inhábil para dar sustento al recurso de apelación intentado en la parcela en análisis.

No resulta superfluo recordar que la fundamentación de la apelación constituye la cuña que busca desbaratar la ratio decidendi que sostiene la solución consagrada en el fallo recurrido, resultando insuficiente la mera disconformidad con lo decidido por el juez de la instancia, sin hacerse cargo de los fundamentos del pronunciamiento en crisis, toda vez que la postulación recursiva requiere una articulación seria, fundada, concreta y objetiva de los errores de la sentencia, punto por punto, junto con la demostración de los motivos para considerar que ella es errónea, injusta o contraria a derecho [cfr. doct. esta Cámara causas A-1243-MP0 “Goicoechea”, sent. del 10-III-2009; G-912-MP2 “Rodríguez”, sent. del 14-IV-2009 y A-1369-MP0 “De Los Santos”, sent. del 21-V-2009].

Con todo, considero que debe desestimarse el agravio dirigido a cuestionar el rechazo del planteo de falta de legitimación pasiva blandido por los apelantes.

2. En el restante segmento de agravios, los demandados sostienen que el a quo incurrió en un error al rechazar la excepción de prescripción interpuesta, por cuanto el mérito de dicha defensa debió ser juzgado a tenor de las normas del Código Civil, toda vez que de acuerdo a la doctrina sentada por el Superior Tribunal de la Nación en la causa “Filcrosa”, a la cual adhirió la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, aquellos preceptos del Código Fiscal incompatibles con las normas contenidas en el ordenamiento civil de fondo en materia de prescripción resultan inconstitucionales, dado que la regulación de tal tópico es potestad del legislador nacional.

a. En sus escritos de oposición de excepciones obrantes a fs. 69/75 y 76/80 los coejecutados María del Carmen Hormigo y Miguel Angel Tiribelli invocaron las normas del Código Civil que regulan la prescripción de las acciones y plantearon que la demanda ventilada en la especie fue interpuesta una vez fenecido el plazo para perseguir judicialmente el cobro de los períodos impositivos adeudados y las multas reclamadas [cfr. fs. 73/74 vta. y 78/80].

Frente a tal planteo defensivo, el Fisco argumentó que la prescripción de las obligaciones fiscales demandadas debía juzgarse sólo a la luz de las previsiones del Código Fiscal y no de acuerdo a las contenidas en el ordenamiento de fondo en materia Civil, desde que “… la facultad de dictar el Código Civil, privativa del gobierno nacional, no incluye la de establecer la prescripción de las obligaciones que se suscitan entre el Estado y los particulares con motivo de relaciones de derecho público…” [cfr. fs. 101/102 y 110 vta./111 vta.].

Desde este mirador, advierto que la cuestión atinente a la aplicación al caso de las normas contenidas en el Código Civil que rigen el instituto de la prescripción estructuró la traba de la presente litis, toda vez que dichos preceptos fueron invocados por los excepcionantes y su pedimento fue controvertido por el Fisco Provincial, quien sostuvo la preeminencia de las normas del Código Fiscal que regulan la cuestión atinente a la extinción de las acciones por el transcurso del tiempo, por sobre las del Código Civil.

Así, habiendo los recurrentes reiterado ante esta Alzada que su defensa de prescripción debe ser juzgada a la luz de los preceptos del Código Civil y cuestionado la constitucionalidad de aquellas normas del Código Fiscal que regulan el instituto de la prescripción de manera diversa al régimen de las obligaciones establecido en el ordenamiento civil de fondo, corresponde abocarse al tratamiento del planteo de inconstitucionalidad blandido por los apelantes.

No pasa inadvertido que el magistrado de grado juzgó que, ante la ausencia de un pedimento concreto de inconstitucionalidad, correspondía dar tratamiento a la excepción de prescripción incoada en autos aplicando las normas del Código Fiscal, empero, al haber invocado los coejecutados –en su provecho- los preceptos del Código Civil que regulan dicho instituto y controvertido el Fisco dicho planteo sosteniendo que sólo debía atenderse a las previsiones especiales del ordenamiento fiscal, tal controversia normativa debió ser previa y convenientemente dilucidada a la luz de las posiciones asumidas en el juicio por cada uno de los contendientes que -con claridad- evidenciaban un conflicto de base constitucional en torno al principio de jerarquía normativa y de la distribución de competencias entre las Provincias y la Nación.

b. A los efectos de llevar adelante tal faena, es necesario tener presente, como punto de partida, la doctrina sentada tanto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la denominada causa “Filcrosa S.A.” (Fallos 326:3899) como por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires (causa C. 81.253 “Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta”, sent. del 30-V-2007, entre otras) –invocada por los recurrentes en sus libelos recursivos-, en cuanto reconocieron que en virtud de lo normado por el art. 75 inc. 12º de la Constitución Nacional es potestad del legislador nacional –facultado a dictar los Códigos de fondo- regular los aspectos sustanciales del régimen general de las obligaciones y -en consecuencia- sus modos de extinción, estando vedado a las jurisdicciones locales dictar reglas incompatibles con las consagradas en aquellos códigos, correspondiendo recordar también que la obligatoriedad de acatamiento de la doctrina emergente de tales precedentes por parte de los tribunales inferiores ha sido consagrada por la Corte Suprema de la Nación (in re “Casa Casmma S.R.L.”, sent. del 26-03-2009), fallo -este último- donde el Superior Tribunal nacional reiteró los fundamentos dados en el fallo “Filcrosa”, siendo ésta, por lo tanto, la última opinión jurisdiccional en la materia que merece deferencia [cfr. doct. esta Cámara causas P-1074-BB1 “Patagonia Motors S.A.”, sent. del 15-IX-2009; P-1598-MP1 “Capiel”, sent. del 9-II-2010; P-1756-BB1 “Calabró”, sent. del 04-V-2010].

Queda claro entonces que es el Estado Nacional quien ostenta la potestad de regular lo concerniente al vínculo obligacional entre acreedores y deudores (art. 75 inc. 12º de la Const. nac.), siendo la fijación del plazo de prescripción de las obligaciones, el modo de computarlo y las causales de suspensión e interrupción –entre otros aspectos- facetas diversas de aquella misma facultad, por lo que, conforme la regla de jerarquía normativa establecida en el art. 31 de la Constitución Nacional, los Estados provinciales deben adecuar su regulación a las pautas establecidas en el Código Civil.

Desde este mirador, cabe concluir que el mérito de la defensa de prescripción opuesta por los recurrentes debe juzgarse de acuerdo a las normas del Código Civil regulatorias del instituto resultando necesario, por ende, determinar –en la especie- si las normas del Código Fiscal que regulan la prescripción de los créditos reclamados por el Fisco –y que fueran aplicadas por el a quo- resultan –o no- compatibles con las directrices que emanan de la legislación fondal.

c. En este sentido, es dable rememorar que el presente juicio de apremio fue promovido en base a los títulos ejecutivos Nros. 101.508, 101.510, 101.515 y 101.521 [obrantes a fs. 8/9, 10/11, 12/13 y 14/15], de los cuales surge que el Fisco provincial reclama a los recurrentes el pago del Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondiente a los períodos 06/93; 06/94; 06/95; 01 a 03 y 07 a 12 de 1996; 01 a 12 de 1997 y 01 a 08 de 1998, y las correspondientes multas por incumplimiento.

Así, al haber opuesto los coejecutados Hormigo y Tiribelli excepción de prescripción respecto de la totalidad de los conceptos ejecutados, corresponde determinar -primeramente- las normas a tenor las cuales ha de juzgarse el mérito de la defensa de prescripción de los períodos reclamados, a fin de dilucidar si la presente acción fue intentada una vez transcurrido el lapso para reclamar judicialmente dichos anticipos, para luego reeditar tal análisis respecto de las multas por omisión demandadas en la especie.

d. Abocándome al primero de dichos ejes de estudio, es preciso apuntar que, traído como prueba ofrecida por la codemandada María del Carmen Hormigo [conf. fs. 75] el expediente administrativo N° 2306-385.548/99 –en cuyo marco tuvo lugar la determinación de oficio sobre base cierta que culminó con la emisión de los títulos ejecutivos aludidos-, puede observarse que consta en dichas actuaciones que con fecha 21-12-1999 se dictó la Resolución N° A 306, en la cual se determinó que Tío Juan S.R.L. adeudaba el Impuesto sobre los Ingresos Brutos correspondiente a los períodos reclamados, se impusieron a la sociedad contribuyente las multas ejecutadas y se estableció que los aquí apelantes debían responder solidariamente por dichas deudas [cfr. fs. 471/475 del expediente administrativo N° 2306-385.548/99], notificándose dicho acto al Sr. Miguel Angel Tiribelli y a la Sra. María del Carmen Hormigo el 23-12-1999 [cfr. fs. 484 y 487 de las actuaciones administrativas acollaradas a la presente causa].

Cabe aclarar en este punto que no media en la especie controversia respecto del plazo quinquenal de prescripción [arts. 4027 inc. 3° del Código Civil y el art. 118 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 131 en el t.o. 2004-] ni en torno a la suspensión de dicho término por la intimación de pago cursada a los apelantes en sede administrativa, centrándose la contienda suscitada entre las partes en punto al dies a quo del lapso en cuestión y a la extensión que corresponde acordar a la mencionada suspensión.

Sentado lo anterior, es menester considerar que el Código Civil establece en el art. 3956 que “La prescripción de las acciones personales, lleven o no intereses, comienza a correr desde la fecha del título de la obligación”.
Por su parte, el art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 133 en el t.o. 2004- prescribe que “Los términos de prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación, para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales regidas por este Código, comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año al cual se refieren las obligaciones, excepto para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de periodo fiscal anual, en cuyo caso tales términos de prescripción comenzarán a correr desde el 1° de enero siguiente al año que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingresos del gravamen” [subrayado agregado].

Este último supuesto parece direccionarse al Impuesto sobre los Ingresos Brutos, donde el período fiscal es el año calendario [conf. art. 168 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 182 en t.o. 2004-].

Contrapuestas ambas normas –la del Código Civil y la del Código Fiscal- queda a la vista que el legislador provincial amplió indebidamente –a través de la fijación del punto de inicio del cómputo- el plazo prescriptivo de cada ejercicio fiscal al menos en un año, si sólo consideramos que las declaraciones juradas anuales se realizan en el año calendario siguiente al del ejercicio gravado.

No otra conclusión podría extraerse, si idéntica contraposición se efectúa respecto del precepto fiscal que regula el pago de anticipos con la normativa civil. Es que, cada anticipo del Impuesto sobre los Ingresos Brutos –mensual o bimestral de acuerdo a la categoría del contribuyente- es exigible individualmente al mes siguiente de su vencimiento [conf. art. 169 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 183 en t.o. 2004-], por lo que el cómputo de la prescripción de cada uno de ellos debe comenzar a regir a partir del momento de su exigibilidad [art. 3956 del C.C.].

Entonces, la declaración de inconstitucionalidad del art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 133 en t.o. 2004- se impone al importar éste un apartamiento palmario de lo reglado por el art. 3956 del Código Civil.

De este modo y a fin de resolver la defensa de prescripción de los períodos fiscales volcados en los títulos ejecutivos que lucen a fs. 8/9 y 14/15, resulta necesario establecer si el período fiscal 08/1998 –último de los anticipos cuyo pago pretende el Fisco-, resultaba –o no- exigible al momento de la interposición de la demanda (promovida el 30 de abril de 2004), en tanto tal determinación habrá de proyectarse sobre los períodos anteriores.

Es necesario destacar que las partes son contestes en afirmar que la intimación de pago practicada el 23-12-1999 a través de la notificación a los recurrentes de la Resolución Determinativa de deuda N° A 306 tuvo efectos suspensivos respecto del curso del plazo prescripción de la presente acción [cfr. 132 vta., 138 vta. y 146]. Tal temperamento se ajusta a la doctrina sentada por esta Alzada en la causa P-502-BB1 “Microcontrol S.R.L.” [sent. del 10-IX-2009], por cuanto en dichas actuaciones se resolvió que, de acuerdo a lo normado por el art. 3986 2do. párrafo del Código Civil, la referida notificación suspende el curso de la prescripción de los anticipos fiscales determinados administrativamente, desde que el art. 83 del Código Fiscal establece que el pago de gravámenes por parte del contribuyente deberá ser realizado en el plazo de 15 días de notificada la resolución determinativa [ver inciso “b”, párrafo segundo del mentado artículo], esbozándose con ello, que es este acto el que pone al contribuyente en la obligación de cancelar el crédito y determina en forma auténtica la extensión de la obligación que el Fisco se considera con derecho a percibir.

Girando la controversia suscitada entre las partes en torno a la extensión que corresponde otorgar a la mentada suspensión, es del caso rememorar que el art. 122 apartado a) del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 135 apartado a) en t.o. 2004- expresa que se suspenderá por un año desde la fecha de intimación administrativa de pago de tributos determinados, cierta o presuntivamente, el curso de la prescripción de las acciones y poderes fiscales para exigir el pago intimado. Dicho lapso resulta idéntico al establecido por el art. 3986 segundo párrafo del Código Civil, en cuanto prevé que la constitución en mora del deudor efectuada en forma auténtica suspende, por una sola vez, el cómputo de la prescripción durante un (1) año.

No se me escapa que tanto al contestar excepciones como en oportunidad de replicar los agravios blandidos por los apelantes, el Fisco sostuvo que resulta de aplicación al caso el art. 122 apartado a) in fine del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 135 apartado a) in fine en t.o. 2004-, en cuanto establece que cuando mediare recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación la suspensión en cuestión se prolongará hasta noventa (90) días después de notificada la sentencia de dicho órgano; empero, tal previsión normativa no resulta aplicable a la especie por cuanto los apelantes no articularon embate alguno en sede administrativa contra la resolución del ente recaudador que determinó los créditos ejecutados.

Con todo, cabe relevar el cómputo del término de prescripción de los anticipos fiscales ejecutados en autos a partir del período 08/1998 –último de los reclamados en autos-. Así: i) dicho período se tornó exigible en el mes de septiembre de 1998; ii) habiendo transcurrido un (1) año, tres (3) meses y veintitres (23) días, el 23-12-1999 se notificó a los recurrentes la Resolución Determinativa N° A 306/1999 [cfr. fs. 484 y 487 de las actuaciones administrativas acollaradas a la presente causa], suspendiéndose de tal modo por un año el cómputo de la prescripción (conf. art. 3986, 2do. párrafo del Código Civil); iii) el 23-12-2000 se reanudó el plazo prescriptivo, restando el término de tres (3) años, ocho (8) meses y siete (7) días, conforme el plazo quinquenal previsto por el art. 4027 inc. 3° del Código Civil.

Desde este mirador, el plazo con que contaba el Fisco para reclamar judicialmente el anticipo fiscal 08/1998 se extendió hasta el 30-08-2004 inclusive, razón por la cual, al haberse incoado la presente acción el 30-04-2004, el pago del referido período fue reclamado en tiempo útil. 

Idéntica solución es dable predicar en punto a los períodos fiscales 04, 05, 06 y 07 del año 1998, desde que el más antiguo de ellos -04/98- fue reclamado el 30-04-2004, cual fue el último día con que contaba el ente recaudador para exigir judicialmente su pago.

Así y bajo los parámetros expuestos, deviene ineludible concluir que -por el contrario- los anticipos fiscales 06/93; 06/94; 06/95; 01 a 03 y 07 a 12 de 1996; 01 a 12 de 1997 y 01 a 03 de 1998 cuyo pago persigue el Fisco se hallaban prescriptos al momento en que se interpuso la presente acción ejecutiva, correspondiendo, por ende, acoger la defensa en estudio respecto de dichos anticipos fiscales.

e. Pasando a examinar el mérito de la excepción de prescripción incoada en relación a las multas exigidas en autos, es preciso poner de resalto que el art. 118 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 131 t.o. 2004- establece que prescribirá por el transcurso de cinco (5) años la acción de la Autoridad de Aplicación para aplicar y hacer efectivas las multas y clausuras previstas en dicho cuerpo normativo.

A su tiempo, el art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 133 en t.o. 2004- prevé en su segundo párrafo que el término de prescripción de la acción para aplicar y hacer efectivas las multas comenzará a correr desde el primero de enero siguiente al año en que haya tenido lugar la violación de los deberes formales o materiales legalmente considerados como hecho u omisión punible.

Así, el legislador provincial estableció un lapso único y común para -de un lado- ejercer la potestad sancionatoria con que cuenta el Fisco frente al incumplimiento de las obligaciones impositivas a cargo del contribuyente y -del otro- reclamar judicialmente las multas impuestas en virtud de tal prerrogativa, fijando su dies a quo el 1 de enero siguiente al año en el cual se materializó la falta que motivó la aplicación de sanciones pecuniarias.

Repárese que el Título IX del Código Fiscal, dedicado a la regulación de la potestad sancionatoria del Fisco frente a las infracciones de los contribuyentes a sus obligaciones y deberes impositivos, no contiene previsión alguna en torno al plazo de que dispone la Autoridad de Aplicación para ejercer útilmente dicha prerrogativa, ausencia que convalida el temperamento propuesto, desde que el legislador provincial subsanó tal vacío normativo fijando un lapso único para determinar la infracción y su correspondiente sanción, así como para hacer efectivas las multas por los incumplimientos fiscales detectados.

Ahora bien, siendo contestes las partes en cuanto solicitan la aplicación del plazo de prescripción quinquenal previsto en el art. 118 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 131 en t.o. 2004-, corresponde fijar el dies a quo a partir del cual debe computarse dicho término y establecer si su curso se vio interrumpido o suspendido, a fin de elucidar si las multas vertidas en los títulos obrantes a fs. 12/13 y 10/11 fueron reclamadas por el Fisco en tiempo útil.

En tal sentido, es necesario aclarar que el punto de inicio para computar el plazo de prescripción en cuestión establecido en el art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 133 en t.o. 2004-, cual es el 1° de enero siguiente al año en el cual tuvo lugar la conducta reprochada que motivó la aplicación de las multas ejecutadas, no restringe los derechos acordados por el Código Civil, desde que no provoca un indebido alongamiento del término para reclamar judicialmente el pago de las mentadas sanciones pecuniarias [arg. doct. C.S.J.N. Fallos 176:115; 180:96; 183:143; 200:444; 220:202; 226:727; 227:100; 268:544; 276:401; 284:319; 285:209; 301:709; 304:163; 316:2182 y 326:3899].

Obsérvese que el Código Fiscal establece un lapso único y común para determinar los incumplimientos e imponer las consecuentes multas, término idéntico para reclamar judicialmente su pago, cuyo dies a quo (igual para el ejercicio de la prerrogativa sancionatoria y para el cobro judicial de la sanción pecuniaria) resulta previo a que las multas se tornen judicialmente exigibles, desde que el contribuyente recién se encuentra en mora para el cumplimiento de la sanción económica una vez transcurridos quince (15) días desde que adquirió firmeza la resolución administrativa que las impuso [cfr. arts. 3956 del Código Civil y 59 del Código Fiscal -t.o. 1999-].

Y si bien, el art. 121 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 134 en t.o. 2004- establece que la prescripción de la acción para aplicar multas o hacerlas efectivas se interrumpirá por la comisión de nuevas infracciones [en cuyo caso el nuevo término de prescripción comenzará a correr a partir del 1° enero siguiente al año en que tuvo lugar el hecho o la omisión punible], tal norma tampoco trae aparejada en la especie una ilegítima ampliación del plazo de prescripción en estudio, puesto que si bien reconoce efectos interruptivos a una circunstancia distinta del reclamo judicial del crédito –acto al cual el art. 3986 del Código Civil asigna dicha virtualidad-, las infracciones que llevaron al Fisco a imponer a Tío Juan S.R.L. las multas ejecutadas tuvieron lugar con anterioridad al dictado de la Resolución administrativa N° A-306, cuando dichas penalidades -y el crédito en dinero que ellas significaban- aún no resultaban judicialmente exigibles.

Es que, las omisiones que motivaron la aplicación al contribuyente de las sanciones pecuniarias demandadas en autos se verificaron en los períodos 06/93; 06/94; 06/95; 01 a 03 y 07 a 12 de 1996; 01 a 12 de 1997 y 01 a 08 de 1998 [cfr. títulos ejecutivos de fs. 10/11 y 12/13 y fs. 474 y vta. del expediente administrativo N° 2306-385548/99], mientras que la resolución que impuso las multas ejecutadas fue dictada con fecha 21-12-1999 [cfr. fs. 471/475 de las actuaciones administrativas acollaradas a este expediente] y notificada a los demandados el 23-12-1999 [cfr. fs. 484 y 487 del referido expediente administrativo], quedando éstos en mora para su pago una vez transcurridos quince (15) días desde que dicho acto administrativo adquirió firmeza.

Llevando los parámetros delineados al caso de marras, el plazo de prescripción de las sanciones pecuniarias ejecutadas debe computarse a partir del 01-01-1999, esto es desde el primero de enero siguiente al período 08 de 1998, momento en el cual tuvo lugar la última de las omisiones sancionadas por el Fisco en la Resolución determinativa A-306. En efecto, cuando en un único procedimiento determinativo, el Fisco constata que -con la omisión de pago de tributos en cada período adeudado- los contribuyentes reiteraron la comisión de la falta enjuiciada, entonces puede otorgarle a cada una de las reiteradas conductas reprochables efecto interruptivo de la prescripción de la potestad sancionatoria, posponiendo el dies a quo para la determinación de la sanción aplicable y, consecuentemente, para la posterior ejecución judicial del crédito resultante de la penalidad finalmente impuesta, si ésta posee naturaleza económica -como acontece en el presente caso- [cfr. arts. 121 del Código Fiscal -t.o. 1999-; arts 133 y 134 del Código Fiscal -t.o. 2004].

Por último, dable es recordar que el art. 122 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 135 en t.o. 2004- establece que se suspenderá por un (1) año el curso de la prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación desde la fecha de la resolución condenatoria por la que se aplique la multa. Si bien el mentado precepto no respeta la técnica usada por el Código Civil en torno a la constitución en mora del deudor para otorgar efecto suspensivo a tal hecho, no es menos cierto que tampoco restringe indebidamente los derechos acordados por el ordenamiento de fondo. Es que, el término de suspensión -idéntico en ambos regímenes- comenzará a correr para el Fisco con anterioridad a la efectiva constitución en mora del deudor de la multa -circunstancia que acontecería recién con la notificación de la resolución que impuso la sanción pecuniaria-, por lo que también la suspensión se agotará temporalmente antes que lo previsto por el Código Civil, y ello con nulo perjuicio para el deudor.

Con todo, la acción encaminada a obtener el pago de las multas volcadas en los títulos ejecutivos obrantes a fs. 10/11 y 12/13 fue intentada en tiempo útil, dado que: i) el plazo de prescripción en estudio comenzó a correr el 01-01-1999; ii) habiendo trascurrido once (11) meses y veintiún (21) días, el 21-12-1999 se dictó la Resolución administrativa N° A-306, operando la suspensión de dicho lapso por un (1) año [art. 122 del Código Fiscal (t.o. 1999) -actual art. 135 en t.o. 2004-]; iii) el 21-12-2000 se reanudó el plazo prescriptivo, restando cuatro (4) años y diez (10) días para su consumación [art. 118 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 131 en t.o. 2004-] y, iv) la presente demanda ejecutiva fue promovida con anterioridad al transcurso de tal término, el 30-04-2004 [cfr. fs. 16/18].

Desde esta atalaya, corresponde rechazar el recurso en la parcela en análisis y confirmar la sentencia en crisis en cuanto rechazó la defensa de prescripción de las multas ejecutadas en estas actuaciones.

III. Si lo expuesto es compartido, he de proponer al Acuerdo confirmar el fallo en crisis en cuanto manda llevar adelante la presente ejecución por los períodos fiscales 04, 05, 06 a 08 del año 1998 y las multas volcadas en los títulos ejecutivos de fs. 10/11 y 12/13 –con más los correspondientes intereses (arts. 75, 83 y ccdtes. del Código Fiscal –t.o. 1999)-, y revocarlo en cuanto desestima la excepción de prescripción blandida por los coejecutados Miguel Angel Tiribelli y María del Carmen Hormigo respecto de los períodos fiscales 6/93; 6/94; 6/95; 1 a 3 y 7 a 12 de 1996; 1 a 12 de 1997 y 1 a 3 de 1998, acogiendo tal defensa y rechazando la acción ventilada en autos en dicha parcela. Las costas de ambas instancias, en la parcela por la que prospera la excepción de prescripción opuesta por los apelantes, deberían imponerse al Fisco, en tanto que las restantes deben ser soportadas por los recurrentes, atento los vencimientos parciales y mutuos que acontecen en la especie [arts. 68, 71, 556 y 274 del C.P.C.C.; 25 de la ley 13.406].

Con el alcance indicado voto, en consecuencia, por la afirmativa.

Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Riccitelli, con igual alcance e idénticos fundamentos a los dados por el señor Juez doctor Mora, votan la cuestión por la afirmativa.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Palata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Hacer lugar parcialmente a los recursos de apelación incoados a fs. 131/135 y 136/141, confirmando el fallo en crisis en cuanto manda llevar adelante la presente ejecución por los períodos fiscales 04, 05, 06 a 08 del año 1998 y las multas volcadas en los títulos ejecutivos de fs. 10/11 y 12/13 –con más los correspondientes intereses (arts. 75, 83 y ccdtes. del Código Fiscal –t.o. 1999)-, y revocándolo en cuanto desestima la excepción de prescripción blandida por los coejecutados Miguel Angel Tiribelli y María del Carmen Hormigo respecto de los períodos fiscales 6/93; 6/94; 6/95; 1 a 3 y 7 a 12 de 1996; 1 a 12 de 1997 y 1 a 3 de 1998, acogiendo tal defensa. Las costas de ambas instancias, en la parcela por la que prospera la excepción de prescripción opuesta por los apelantes, deberían imponerse al Fisco, en tanto que las restantes deben ser soportadas por los recurrentes, atento los vencimientos parciales y mutuos verificados en la especie [arts. 68, 71, 556 y 274 del C.P.C.C.; 25 de la ley 13.406].

2. Diferir la regulación de honorarios de Alzada para su oportunidad [arts. 31 y 51 del Dec. ley 8904/77].

Regístrese, notifíquese y devuélvanse por Secretaría las actuaciones al Juzgado de origen. Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
[image: image1.png]